
 

 

 

Honorable Juez: 

JUZGADOS SECCIONAL - Reparto 

 

REF:  ACCION TUTELA 

 
ACCIONANTE:  YOJAN ALBEIRO PERILLA REYES. 

ACCIONADA:  UNIVERSIDAD LIBRE - NIT: 860013798-5 y COMISIÓN NACIONAL DEL 

SERVICIO CIVIL - CNSC - NIT: 900003409-7 
VINCULADA:  INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO - INPEC - NIT: 

800215546-5 
 
 
YOJAN ALBEIRO PERILLA REYES, identificado con la cédula de ciudadanía No.1.006.771.908 de 

Villavicencio - Meta, con domicilio y residencia en la ciudad de Acacias (Meta); actuando en mi propio nombre, 

con todo respeto manifiesto a usted que en ejercicio del derecho de tutela consagrado en el artículo 86 de la 

Constitución Política y reglamentado por el Decreto 2591 de 1991, por medio del presente escrito formulo 

acción de tutela contra LA COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, la UNIVERSIDAD LIBRE 

COLOMBIA, con el fin que estas entidades realicen el estudio, corrección y publicación del verdadero puntaje 

que me corresponde en la fase de VALORACION DE EXAMENES MEDICOS– ítem de FORMACION, dentro 

de la CONVOCATORIA 1356 DE 2019 CUERPO DE CUSTODIA INPEC COMPLEMENTACION Para el cargo 

de mi interés, cargo de Nivel: Asistencial, Denominación: Dragoneante, Grado:11, Código: 4114, Número 

OPEC (Oferta Pública de Empleos de Carrera): 131244 y para que este Honorable Despacho se pronuncie 

al respecto, ya que estas omisiones que vulneran mis Derechos y principios fundamentales en especial a la 

Confianza Legítima, Transparencia, Principios de Legalidad y Buena Fe, Igualdad (artículo 13 Constitución 

Nacional), Justicia, al Trabajo, Acceso a La Carrera Administrativa por Meritocracia (artículo 40 numeral 7 y 

articulo 125 Constitución Nacional) y Debido Proceso (artículo 29. Constitución Nacional), Domiciliado en la 

dirección: Calle 39 A No. 20 – 18, Barrio Jordán Paraíso en Villavicencio - Meta. 

 

LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA 
 

Me encuentro legitimado para solicitar la tutela de mis derechos fundamentales al DEBIDO PROCESO 
ADMINISTRATIVO, AL DE IGUALDAD MATERIAL, AL DE ACCESO A CARGOS Y FUNCIONES PUBLICAS 
DEL ESTADO, A RECIBIR LA MISMA PROTECCIÓN Y TRATO DE LAS AUTORIDADES, así como los 
principios de DIGNIDAD, CONFIANZA LEGITIMA, BUENA FE, INTERÉS LEGITIMO EN LA CARRERA 
ADMINISTRATIVA, LA TRANSPARENCIA Y PUBLICIDAD DE LAS ACTUACIONES ADMINISTRATIVAS, 
por cuanto en la etapa de valoración de exámenes médicos, no se realizó la evaluación correcta m resultará 
ineficiente la tutela de los derechos pedidos en protección, porque el concurso quedará definido y terminado 
para todos los participantes, incluidos los que se encuentren en tránsito de tutela, haciendo intrascendente el 
fallo y la protección concedida. 
 

MEDIDAS PROVISIONALES-Finalidad. 
 
La protección provisional está dirigida a: i) proteger los derechos de los demandantes con el fin de impedir 
que un eventual amparo se torne ilusorio; ii) salvaguardar los derechos fundamentales que se encuentran en 
discusión o en 2 amenaza de vulneración; y iii) evitar que se produzcan otros daños como consecuencia de 
los hechos objeto de análisis en el proceso, perjuicios que no se circunscriben a los que pueda sufrir el 



 

 

 

demandante. De ahí que, el juez está facultado para “ordenar lo que considere procedente” con arreglo a 
estos fines (inciso 2º del artículo transcrito). 

 
PERJUCIO IRREMEDIABLE 

 
La incorrecta aplicación de la valoración dentro de la etapa de VALORACION DE EXAMENES MEDICOS al 
no realizar la correspondiente valoración, toda vez que, se me atribuye una enfermedad que no la padezco, 
se me diagnostica en el RX de columna dorso lumbar “DISCO INTERVERTEBRAL” “ALTERACIÓN EN RX 
COLUMNA DORSAL” dentro del profesiograma, de las inhabilidades médicas, versión 3, en respuesta a la 
reclamación que presento N° 443843570 el día 17/11/2021 donde solicito una segunda valoración médica, y 
simultáneamente me realizo estos exámenes en laboratorios clínicos particulares. El día 12/11/2021 mediante 
correo electrónico, me informan que mi resultado corresponde a CON RESTRICCION y se me dan 2 días 
hábiles para mi reclamación y solicitar segunda valoración médica, en la reclamación me responden el día 
07/12/2021 mediante respuesta N° 450206287 con la versión de los aspirantes a dragoneante ya que me 
manifiestan que por mi condición no soy apto para servicios de guardias, pabellones, garitas, funciones 
propias del dragoneante. 
 

PROCEDENCIA 
 

Procedencia excepcional de la tutela contra actos administrativos que reglamentan un concurso de méritos, 
El artículo 86 de la Constitución Política, establece que la acción de tutela “sólo procederá cuando el afectado 
no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para 
evitar un perjuicio irremediable”.  
 
En consecuencia, la procedibilidad de la tutela estará supeditada a que el actor no cuente con otro medio de 
defensa judicial; que el medio existente no sea idóneo o eficaz para la defensa de los derechos cuyo amparo 
se pretende, o, finalmente que se busque evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable, caso en el cual, la 
tutela se concede de manera transitoria, mientras se resuelve en forma definitiva el respectivo asunto, por la 
vía judicial ordinaria. Las decisiones que se dictan en el desarrollo de un concurso de méritos para la provisión 
de empleos, constituyen actos de trámite y contra éstos, no proceden los recursos de la vía administrativa ni 
los medios de control que regula la ley 1437 de 2011 – CPACA. Por lo tanto, en el evento de presentarse en 
el desarrollo del concurso, la flagrante violación de un derecho fundamental, la acción de tutela para el 
afectado resulta procedente ante La carencia de medios de defensa judiciales más expeditos para evitar la 
vulneración al debido proceso. 
 
Fundamento mi accionar en los siguientes: 

 
HECHOS 

 
1. La convocatoria se define con el acuerdo número: CNSC 20191000009546 del 20 de diciembre de 2019, 

Modificado por el Acuerdo No. 0239 del 7 de julio de 2020  publicado por la CNSC (Comisión Nacional de 
Servicio Civil) en la dirección web: https://historico.cnsc.gov.co/index.php/1356-de 
2019-inpec-cuerpo-de-custodia-y-1357-de-2019-inpec-administrativos-normatividad/category/1428-
acuerdos-y-anexos-cuerpo-de-custodia-y-vigilancia. Donde se menciona lo siguiente: “Por el cual se 
establecen las reglas del proceso de selección para proveer definitivamente los empleos vacantes del Cuerpo 
de Custodia y Vigilancia de la planta de personal del Sistema Específico de Carrera del Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario -INPEC-, identificado como Proceso de Selección No. 1356 de 2019 INPEC Cuerpo 
de Custodia”. 
 

https://historico.cnsc.gov.co/index.php/1356-de%202019-inpec-cuerpo-de-custodia-y-1357-de-2019-inpec-administrativos-normatividad/category/1428-acuerdos-y-anexos-cuerpo-de-custodia-y-vigilancia
https://historico.cnsc.gov.co/index.php/1356-de%202019-inpec-cuerpo-de-custodia-y-1357-de-2019-inpec-administrativos-normatividad/category/1428-acuerdos-y-anexos-cuerpo-de-custodia-y-vigilancia
https://historico.cnsc.gov.co/index.php/1356-de%202019-inpec-cuerpo-de-custodia-y-1357-de-2019-inpec-administrativos-normatividad/category/1428-acuerdos-y-anexos-cuerpo-de-custodia-y-vigilancia


 

 

 

 
 
 
2. Teniendo en cuenta que desde el día 24 de Febrero de 2021, me encuentro inscrito para el 
cargo ofertado en el Proceso de selección No. CONVOCATORIA INPEC 2020, Convocatoria nacional; en el 
cargo de Nivel: Asistencial, Denominación: Dragoneante, Grado: 11, Código: 4114, Número OPEC (Oferta 
Pública de Empleos de Carrera): 129612; cuidadosamente revise en detalle las funciones, estudios, 
experiencia laboral requerida (pese a que cumplía  anteriormente, confirmando por exceso que para el cargo 
o perfil, mi currículo se ajustara a la OPEC: 129612. Ante lo anterior el día 19 de febrero de 2021 realicé el 
pago del PIN a través de PSE por un valor de $30. 300.oo, y procedí a realizar mi proceso de inscripción en 
la fecha 24/02/2021, tal como se evidencia en la constancia de inscripción, ya que me había inscrito con 
anterioridad en la plataforma SIMO (Sistema de Apoyo para la Igualdad, el Mérito y la Oportunidad); dicha 
inscripción la realicé en la OPEC: 129612 de la Convocatoria No. 1356 de 2019 -INPEC Cuerpo de Custodia 
y Vigilancia. 
El lugar elegido por mi persona para la realización de pruebas fue la Ciudad de Villavicencio – meta; y mi 
número de inscripción generado para este concurso fue 358114994. 
 

 

(…) 

 
3. Que, como dan cuenta los resultados de la convocatoria, fui admitido el día 11/11/2021, con nueva publicación 



 

 

 

el día 12/11/2021 y otra modificación el día 16/11/2021, donde sigo siendo admitido, presente las pruebas y 
obtuve resultados que se reflejan a continuación 

 
 

4. El día 25 de Noviembre de 2021 ingrese a la plataforma SIMO en la dirección web: https://simo.cnsc.gov.co/. 

Donde pude revisar el resultado de mi condición No Admitido.  

Tal como se muestra a continuación, en el cuadro de resultados y reclamaciones de las pruebas de la 

plataforma SIMO: 

 

 
 

5. Presento reclamación, en razón a lo anterior y confiado en los principios que rigen el concurso 
(artículo 7, 11, 28, 31 de la ley 909 de 2004) y a los cuales está supeditado la convocatoria y el proceso de 
selección, tales como se mencionan en el artículo 5.- normas que rigen el proceso de Selección según el 
CNSC 20191000009546 del 20 de diciembre de 2019, Modificado por el Acuerdo No. 0239 del 7 de julio de 
2020  publicado por la CNSC (Comisión Nacional de Servicio Civil), entre los cuales se pueden mencionar el 
de “transparencia, especialización de los órganos técnicos encargados de ejecutan los procesos de 
selección, la imparcialidad, confiabilidad y validez de los instrumentos, eficacia y eficiencia”, entre 
otros (subrayado y comillas fuera del texto original); Que, de conformidad con el procedimiento establecido y 
dentro de los términos previstos; citándome a segunda evaluación. 

https://simo.cnsc.gov.co/


 

 

 

 

 
6. Recibo respuesta y se me informa que padezco una patología de columna lumbosacra, coartándoseme 

el derecho a seguir en el proceso de selección a aspirante a ascenso, toda vez que con la mala valoración 
que se da a mis resultados médicos, se me imposibilita continuar… 



 

 

 

 

 
7. En la fecha, 13/11/2021, acudí (por particular) al laboratorio DIAXME de la ciudad de Villavicencio, 

donde me practiqué examen de rx de columna dorsolumbar, arrojando el siguiente resultado: 

 



 

 

 

8. En la fecha, 16/11/2021, acudí (por particular) al laboratorio SANTA FE de la ciudad de Villavicencio, 
donde me practiqué examen de rx de columna dorsolumbar, arrojando el siguiente resultado: 

 

 
9. Así las cosas, la Universidad Libre contrató a la IPS Sensalud Integral SAS, para realizar la valoración 

médica en el presente Proceso de Selección, entidad especializada e idónea para la práctica de los 
exámenes y, por consiguiente, es la única institución competente para emitir el correspondiente concepto, 
se me ordenó acudir en la fecha 22 de noviembre de 2021, al laboratorio IMÁGENES DIAGNOSTICAS 
DEL LLANO de la ciudad de Villavicencio, donde me realizaron examen de rx de columna 
dorsolumbar, arrojando el siguiente resultado: 

 



 

 

 

9.1. Luego de haber presentado, por segunda vez, mi examen de radiografía de columna lumbosacra, 
en el laboratorio que se me indicó, por parte de la Universidad Libre y la IPS Sensalud Integral SAS, 
sigo siendo no admitido, dando una mala interpretación al examen en comento… 

 

 
            … 

 
 

9.2. Obsérvese, Honorable Juez de Tutela, como riñe desde todo punto de vista, el examen realizado por la 
entidad clínica autorizada por la Universidad Libre y la IPS Sensalud Integral SAS, y el resultado o 



 

 

 

respuesta a mi reclamación, quedando sin sustento legal, ni asidero judicial, generando una flagrante 
violación a mis derechos constitucionales invocados. 

 
JURAMENTO 

 
Bajo la gravedad del juramento manifiesto que no he formulado acción de tutela por los hechos antes 
relatados. 

 
FUNDAMENTOS DE HECHO Y DE DERECHO QUE SUSTENTAN LA VULNERACIÓN 

 
En primer lugar, es de evidenciar que como participante para la convocatoria la 1356 de 2019 del Instituto 
Nacional Penitenciario y Carcelario - INPEC todos los requisitos exigidos por la comisión para el cargo de 
DRAGONEANTE, Grado: 11, Código: 4114, correspondiente a la OPEC 131244, cumpliendo con todos los 
requisitos Mínimos del perfil, y aportando incluso, requisitos adicionales para la asignación de puntaje en la 
etapa de Valoración de Antecedentes, y que igualmente, agoté la vía gubernativa presentando la reclamación 
citada en los hechos de este documento. 
 
Es de establecer que las entidades, tales como CNSC y la Universidad Libre, han vulnerado mis derechos 
fundamentales mencionados, pues tal como la Corte Constitucional lo ha mostrado: 

 
La Corte Constitucional ha sostenido que las instituciones públicas o privadas pueden exigir requisitos físicos, 
que deben ser cumplidos por los aspirantes para ingresar a cargos de carrera1. Así, excluir a un aspirante 
que no cumple alguno delos requisitos que han sido exigidos por la institución no vulnera, en principio, los 
derechos fundamentales de los aspirantes. Lo anterior, siempre y cuando (i) los candidatos hayan sido 
previa y debidamente advertidos acerca de lo que se les exigía, (ii) el proceso de selección se haya 
adelantado en igualdad de condiciones: y (iii) la decisión se haya tomado con base en consideraciones 
objetivas sobre el cumplimiento de las reglas aplicables.2 (Negrilla fuera de texto) 
 
Es necesario precisar, que con la decisión tomada por la Universidad Libre y la CNSC al no tener en cuenta 
o pretender desconocer el profesiograma, toda vez que, se me está denegando la posibilidad de continuar 
con mis pretensiones de incorporación, tomando una decisión equívoca respecto a mi caso, y también vale 
la pena dejar en claro que, este hallazgo queda sin sustento legal, puesto que el resultado del examen, 
es muy claro: 
 

 

1EnlaSentenciaT-463 de 1996 la Corte Constitucional estudió la situación de una joven que se inscribió a un 
concurso para ingresar al curso de suboficiales femeninos del cuerpo administrativo del Ejército, en la 
especialidad de sistemas. Tras la práctica de la prueba médica, la peticionaria fue calificada no apta por baja 
estatura, y rechazada para continuar en el proceso. En dicha oportunidad la Sala Quinta de Revisión confirmó 
la sentencia de primera instancia, en la cual se decidió tutelar los derechos a la igualdad, al libre desarrollo 
de la personalidad y a la libertad de escoger profesión u oficio, de la peticionaria, y se ordenó que fuera 
admitida en el curso para suboficiales del cuerpo administrativo, especialidad de sistemas, de la Quinta Zona 
de Reclutamiento. La regla sentada en dicha providencia ha sido reiterada por esta Corporación en múltiples 
fallos, entre ellos, se pueden consultar: T-395 de1997, T-045 de 2011 y T-798 de 2013. 
 

2Sentencia T-463 de 1996. 
 
 



 

 

 

 
 
En el marco de las consideraciones anteriores, se evidencia que la decisión no se tomó objetivamente, pues 
en el profesiograma no se encuentra descrita como inhabilidad o impedimento para continuar en el proceso 
y cumpliendo las reglas exigidas por la CNSC y la Universidad Libre y las disposiciones legales vigentes. 
 
Que, en el marco de lo expuesto, considero que en la respuesta a la reclamación brindada por la Universidad 
Libre y la CNSC y con la no asignación del puntaje correspondiente a mi estado de salud concordante con la 
realidad, se está presentado un claro desconocimiento y violación al debido proceso, al derecho a la igualdad 
y el acceso y ejercicio a cargos públicos, y consecuentemente a las normas que reglamentan el concurso, 
como lo expongo a continuación: 
 
La presente solicitud de tutela tiene sustento normativo en lo dispuesto en los artículos 1º, 2º, 13, 23, ordinal 
7° del artículo 40, 86 y 125 de la Constitución Política, así mismo en la ley 909 de 2004, sus decretos 
reglamentarios y los acuerdos, resoluciones y circulares expedidos por la CNSC, entre los que se hallan 
ACUERDO No. CNSC - 20191000009546 DEL 20-12-2019, Anexo 1, Anexo 2, modificados por el ACUERDO 
№ 0239 DE 2020 del 07-07-2020, ANEXO MODIFICATORIO DEL ANEXO No. 1 ASCENSOS, Acuerdo No. 
CNSC 20191000009546 del 20 de diciembre de 2019, Modificado por el Acuerdo No. 0239 del 7 de julio de 
2020, ANEXO MODIFICATORIO DEL ANEXO No. 2 DRAGONEANTES Acuerdo No. CNSC 
20191000009546 del 20 de diciembre de 2019 Modificado por el Acuerdo No. 0239 del 7 de julio de 2020.  La 
acción de tutela establecida por el constituyente de 1991, en el artículo 86 de la Carta Política, fue instituida 
con el firme propósito de garantizar a todas las personas que habitan el territorio nacional, la efectividad en 
el ejercicio de sus derechos fundamentales cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por 
la acción u omisión proveniente de una Autoridad Pública o de un particular en los casos determinados por la 
Ley. La Corte Constitucional en diversos pronunciamientos, entre otros el expresado en Sentencia T-052 de 
2009, han admitido que: “la acción de tutela en caso de vulneración a los derechos fundamentales del debido 
proceso, al trabajo, y de acceso a los cargos públicos, que se presenten en el trámite de un concurso, procede 
de manera excepcional para conjurar su conculcación 
 
NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE VIOLACION se vulnera el artículo 13 y preámbulo de la constitución 
política 
 
Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades 
y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de 
sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. El Estado promoverá las 
condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o 
marginados.  
 
PREÁMBULO “Con el fin de fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes la vida, la 
convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un marco jurídico, 



 

 

 

democrático y participativo que garantice un orden político, económico y social justo Para mi caso observo 
que no se tuvo en cuenta, el resultado del examen de la entidad clínica autorizada por la Universidad Libre, 
quien contrató, a la IPS Sensalud Integral SAS, dándole una interpretación y calificación no acorde a la 
realidad, producto de este error, se me ha negado la posibilidad de obtener puntos adicionales que, 
ponderados justa y equitativamente, arrojarían una sumatoria favorable, lo cual me pone en desventaja frente 
a los demás participantes. 
 
VIOLACION AL ARTICULO 29 DE LA CONSTITUCION COLOMBIANA DE 1991, EL DERECHO AL 
DEBIDO PROCESO- Al no valorar fehacientemente el resultado del examen clínico de mi segunda 
valoración médica, Contrario Celso, emite un concepto errado CON RESTRICCION. 
 
El Constituyente del 91 erigió y plasmó en el Artículo 29 en la Carta Política como fundamental el Derecho al 
Debido proceso así: “El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas.”… 
 
Este proceso debe ser acatado, y se encuentra protegido en lo que la Jurisprudencia ha denominado 
“DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO”, cuyo fundamento constitucional se encuentra inmerso en el 
Artículo 29 de la constitución Política y al que en muchas oportunidades se ha referido la Corte Constitucional, 
explicando cuales son los alcances de esta garantía. Es así como en Sentencia T214/04 dijo: “El derecho al 
debido proceso administrativo es definido, entonces, como (i) el conjunto complejo de condiciones que le 
impone la ley a la administración, materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por parte de 
la autoridad administrativa (ii) que guardan relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente 
determinado de manera constitucional y legal. El objeto de esta garantía superior es (i) asegurar el ordenado 
funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus propias actuaciones, (ii) resguardar el derecho a la 
seguridad jurídica y a la defensa de los administrados. El derecho al debido proceso administrativo se traduce 
en la garantía que comprende a todas las personas de acceder a un proceso justo y adecuado, de tal manera 
que el compromiso o privación de ciertos bienes jurídicos por parte del Estado a sus ciudadanos, no pueda 
hacerse con ocasión de la suspensión en el ejercicio de los derechos fundamentales de los mismos. Es 
entonces, la garantía consustancial e infranqueable que debe acompañar a todos aquellos actos que 
pretendan imponer legítimamente a los sujetos cargas, castigos o sanciones. Si bien la preservación de los 
intereses de la administración y el cumplimiento de los fines propios de la actuación estatal son un mandato 
imperativo de todos los procedimientos que se surtan a este nivel, en cada caso concreto debe llevarse a 
cabo una ponderación que armonice estas prerrogativas con los derechos fundamentales de los asociados. 
En otra oportunidad esa misma Corporación manifestó: Siendo desarrollo del principio de legalidad, el debido 
proceso administrativo representa un límite jurídico al ejercicio del poder político, en la medida en que las 
autoridades públicas únicamente podrán actuar dentro de los ámbitos establecidos por el sistema normativo, 
favoreciendo de esta manera a las personas que acuden ante quienes han sido investidos de atribuciones 
públicas7. Ello tiene relación con el principio de legalidad (Art. 29 C.N.) ya que la forma de calificar estaba 
presente en el acuerdo referenciado y que según mis antecedentes debió ser calificado tal y como se expresó 
en los hechos DERECHO AL TRABAJO EN CONEXIDAD CON LA OBLIGACIÓN DE UTILIZAR SISTEMAS 
DE MÉRITO PARA EL ACCESO A LA CARRERA PÚBLICA El mérito debe ser el bastión principal para el 
acceso a la carrera pública, pero este debe estar basado en reglas justas. Ese concepto de justicia debe ser 
transversal en todas las etapas del proceso de selección, y para este caso, desde la formulación del 
cuestionario o la respuesta en debida forma, a las reclamaciones presentadas ante la Entidad. La CNSC Y 
LA UNIVERSIDAD Libre busca con este actuar, premiar a los que NO estudian con disciplina y juicio para 
cualificar su hoja de vida y castigar a quienes presenten reclamaciones serias y estructuradas  
Sentencia T-1341 de 2001.  
 



 

 

 

Es por ello que, atendiendo el mandato constitucional de guarda a la constitución, solicito se pronuncie y evite 
un perjuicio irremediable en el trámite administrativo en el que me encuentro. 
 
PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA ACTOS ADMINISTRATIVOS EN EL TRAMITE DE 
UN CONCURSO DE MERITOS. REITERACIÓN DE JURISPRUDENCIA.  
 
La Corte Constitucional en diversos pronunciamientos, entre otros el expresado en Sentencia T-052 de 2009, 
han admitido que: “la acción de tutela en caso de vulneración a los derechos fundamentales del debido 
proceso, al trabajo, y de acceso a los cargos públicos, que se presenten en el trámite de un concurso, procede 
de manera excepcional para conjurar su conculcación. La Sala,8 con fundamento en la sentencia T-388 de 
1998 de la Corte Constitucional, ha precisado que la acción de tutela procede para proteger los derechos 
fundamentales vulnerados con ocasión de los concursos de méritos adelantados para proveer empleos 
públicos“ porque se ha considerado que las acciones contenciosas administrativas con las que cuentan los 
ciudadanos carecen de eficacia necesaria para conferir una protección integral y eficaz de los derechos de 
rango fundamental que puedan estar comprometidos”9, 5.1 La Corte Constitucional ha señalado de manera 
recurrente que la acción de tutela es un mecanismo protector de derechos fundamentales de naturaleza 
residual y subsidiaria, por lo cual solo puede operar para la protección inmediata de los mismos cuando no 
se cuenta con otro mecanismo judicial de protección, o cuando existiendo este, se debe acudir a la tutela 
como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Sin embargo, la doctrina constitucional ha 
reiterado que al estar en juego la protección de los derechos fundamentales al trabajo, la igualdad y el debido 
proceso de quienes participaron en un concurso de méritos y fueron debidamente seleccionados, la Corte 
Constitucional asume competencia plena y directa, aun existiendo otro mecanismo de defensa judicial, al 
considerar que la tutela puede “desplazar la respectiva instancia ordinaria para convertirse en la vía principal 
de trámite del asunto”, en aquellos casos en que el mecanismo alterno no es lo suficientemente idóneo y 
eficaz para la protección de estos derechos. 
 
Considera la Corte que en materia de concursos de méritos para la provisión de cargos de carrera se ha 
comprobado que no se encuentra solución efectiva ni oportuna acudiendo a un proceso ordinario o 
contencioso, en la medida que su trámite llevaría a extender en el tiempo de manera injustificada la 
vulneración de derechos fundamentales que requieren de protección inmediata. Esta Corte ha expresado, 
que, para excluir a la tutela en estos casos, el medio judicial debe ser eficaz y conducente, pues se trata nada 
menos que de la defensa y realización de derechos fundamentales, ya que no tendría objeto alguno enervar 
el mecanismo de tutela para sustituirlo por un instrumento previsto en el ordenamiento legal que no garantice 
la supremacía de la Constitución en el caso particular.  
 
En la Sentencia SU-913 de 2009, se analizó el tema de la procedibilidad de la acción de tutela como 
mecanismo de protección de los derechos de quienes participan en concurso de méritos, al respecto indicó: 
“(…) la doctrina constitucional ha reiterado que al estar en juego la protección de los derechos fundamentales 
al trabajo, la igualdad y el debido proceso de quienes participaron en un concurso de méritos y fueron 
debidamente seleccionados, la Corte Constitucional asume competencia plena y directa, aun existiendo otro 
mecanismo de defensa judicial, al considerar que la tutela puede “desplazar la respectiva instancia ordinaria 
para convertirse en la vía principal de trámite del asunto”13, en aquellos casos en que el mecanismo alterno 
no es lo suficientemente idóneo y eficaz para la protección de estos derechos. 
 
Considera la Corte que, en materia de concursos de méritos para la provisión de cargos de carrera, se ha 
comprobado que no se encuentra solución efectiva ni oportuna acudiendo a un proceso ordinario o 
contencioso, en la medida que su trámite llevaría a extender en el tiempo de manera injustificada, la 
vulneración de derechos fundamentales que requieren de protección inmediata. Esta Corte ha expresado, 



 

 

 

que, para excluir a la tutela en estos casos, el medio judicial debe ser eficaz y conducente, pues se trata nada 
menos que de la defensa y realización de derechos fundamentales, ya que no tendría objeto alguno enervar 
el mecanismo de tutela para sustituirlo por un instrumento previsto en el ordenamiento legal que no garantice 
la supremacía de la Constitución en el caso particular15.” De igual manera el CONSEJO DE ESTADO en su 
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCION QUINTA, Consejera ponente: SUSANA 
BUITRAGO VALENCIA Bogotá D. C., seis (6) de mayo de dos mil diez (2010) Rad. No.: 5200123-31-000-
2010-00021-01(AC) Actor: INES LORENA VARELA CHAMORRO Demandado: COMISION DE CARRERA 
ADMINISTRATIVA DE LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO Y OTRO manifiesto: En relación con el tema de la 
procedencia de la tutela en los concursos de méritos, esta Corporación ha dicho que, en la medida en que 
las decisiones que se dictan a lo largo del concurso son actos de trámite y que contra dichos actos no 
proceden los recursos de la vía gubernativa ni las acciones contencioso administrativas, los demandantes 
carecen de otros medios de defensa judicial para lograr la reincorporación al concurso. Así mismo, también 
se ha dicho que, de aceptarse, en gracia de discusión, que contra esos “actos de trámite” procede la acción 
de nulidad y restablecimiento del derecho, es lo cierto que el citado mecanismo judicial no resulta eficaz ni 
idóneo para la protección de los derechos fundamentales que normalmente se invocan en esa clase de 
demandas.  
 
Que la acción de tutela fue instituida en el artículo 86 de la Constitución Política de 1991, como un instrumento 
para reclamar la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, vulnerados o 
amenazados a una persona, individualmente considerada, con la acción u omisión de cualquier autoridad 
pública, o de particulares encargados de la prestación de un servicio público, o cuya conducta afecte grave y 
directamente el interés colectivo, o respecto de quién es el solicitante se halle en estado de subordinación o 
indefensión, bastando la confrontación de tal acción u omisión con los preceptos constitucionales. 

 
Por lo tanto, la acción de tutela no puede ser utilizada para hacer respetar derechos que sólo tienen rango 
legal, ni para hacer cumplir las leyes, los decretos, los reglamentos o cualquiera otra norma de rango inferior, 
cuyo acatamiento se garantiza mediante otros medios de defensa judicial, los cuales no pueden ser 
reemplazados por la acción de tutela, instituida en mecanismo subsidiario y residual, o transitorio para evitar 
perjuicio irremediable, esto es, una situación que con carácter inminente y grave afecte o amenace afectar 
un derecho fundamental constitucional, como el debido proceso. La acción de tutela protege los derechos 
personales constitucionales fundamentales, ante su inmediata amenaza o violación. 
 
No obstante, la Sala Plena de la Corte Constitucional, en Sentencia SU-613 de 2002, Magistrado Ponente: 
Dr. Eduardo Montealegre Lynett, determinó que la acción de tutela es procedente, cuando la persona que 
pretende acceder al cargo para el cual participó en un concurso de méritos, se ve expuesta al riesgo de que 
el registro o la lista de elegibles pierda vigencia y, como consecuencia de ello, no pueda garantizarse la 
protección de su derecho por las vías judiciales existentes, lo que generaría un perjuicio irremediable. En 
dicha ocasión indicó: 
 

“(…) existe una clara línea jurisprudencial según la cual la acción de tutela es el mecanismo 
idóneo para controvertir la negativa a proveer cargos de carrera en la administración judicial de 
conformidad con los resultados de los concursos deméritos, pues con ello se garantizan no sólo 
los derechos a la igualdad, al debido proceso y al trabajo, sino también el acceso a los cargos 
públicos, y se asegura la correcta aplicación del artículo 125 de la Constitución. Por lo mismo, 
al no existir motivos fundados para variar esa línea, la Sala considera que debe mantener 
suposición y proceder al análisis material del caso. Obrar en sentido contrario podría significar 
la violación a la igualdad del actor, quien a pesar de haber actuado de buena fe y según la 
jurisprudencia constitucional, ante un cambio repentino de ella se vería incluso imposibilitado 



 

 

 

para acudir a los mecanismos ordinarios en defensa de sus derechos.” 
 

Posteriormente, en la Sentencia T-090 de 2013, Magistrado Ponente: Dr. Luis Ernesto Vargas Silva, la Corte 
precisó que existen dos subreglas en que procede excepcionalmente la tutela contra actos administrativos 
que regulan o ejecutan un proceso de concurso deméritos: “(i) cuando el accionante la ejerce como 
mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable4, el cual debe cumplir con los requisitos de ser 
inminente, de requerir medidas urgentes, de ser grave y de ser impostergable5; y, (ii) cuando el medio de 
defensa existe, pero en la práctica es ineficaz para amparar el derecho fundamental cuya protección se invoca 
y que en caso de no ser garantizado, se traduce en un claro perjuicio para el actor.” 
 

Aunado a lo anterior, en la Sentencia SU553/15, Magistrado Ponente: Dr. Mauricio González Cuervo, la Corte 
aclaró: 
 

“(…) la jurisprudencia constitucional ha determinado que existen casos excepcionales en los 
que no opera la regla general de improcedencia de la acción de tutela contra este tipo de actos 
administrativos. El primer supuesto, es cuando el medio de defensa existe, pero en la práctica 
es ineficaz para amparar el derecho fundamental cuya protección se invoca y que en caso de 
no ser garantizado, se traduce en un claro perjuicio para el actor; y el segundo, cuando el 
accionante ejerce la acción de tutela como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable, el cual debe cumplir con los requisitos de ser inminente, de requerir medidas 
urgentes, de ser grave y de ser impostergable. De ahí que, en ciertos casos, cuando la acción 
de tutela se interpone contra actos administrativos relacionados con concursos de 
méritos, el perjuicio irremediable que se pretendería evitar son las consecuencias 
negativas que se derivan de la pérdida de vigencia de la lista de elegibles, las cuales no 
se podrían impedir si exige al tutelante el previo agotamiento de los medios de control 
dispuestos en la jurisdicción delo contencioso administrativo para reclamar la 
protección de su derecho, por la extensa duración de su trámite. En esa línea de 
argumentación, la jurisprudencia constitucional ha señalado que “los registros de elegibles 
tienen vocación temporal y exigir en todo caso la actuación ante la vía judicial contenciosa 
puede acarrear demoras que harían nugatorio el derecho afectado ante la inminente pérdida de 
vigencia del registro de elegibles antes de que se pudiera adoptar una decisión en tal 
jurisdicción.”6(Resaltado fuera del texto original) 

 
Que, en el mismo sentido la Corte Constitucional, ha establecido que: 
 

“(…) cuando no está en discusión la titularidad del derecho subjetivo a ocupar el cargo público, se 
puede considerar la existencia de una amenaza o violación del derecho fundamental. No obstante, 
en casos en los que está en discusión el hecho de si el actor cumple o no con los requisitos 
para acceder al cargo, es posible proteger otra faceta de dicho derecho: la garantía de que 
los cuestionamientos entorno al nombramiento y a la posesión se hagan respetando 
plenamente los procedimientos previstos para ello en la ley. Entonces, si la afectación proviene 
de la duda sobre la titularidad o de la violación de otro derecho fundamental, la consideración sobre 
una violación al derecho fundamental al acceso y desempeño de funciones públicas depende de 
que aquellas cuestiones sean resueltas de antemano” (Negrilla fuera del texto) 

 

4En la Sentencia T-090 de 2013 se establece que esta subregla de procedencia excepcional de la acción de 
tutela la contempla el artículo 86 de la Constitución Política. 
5Ver la Sentencia T-225 de 1993. 



 

 

 

De conformidad con lo anterior, pido a usted señor juez, que valore y considere la jurisprudencia expuesta 
que en materia de concursos, la cual no obliga que el afectado deba acudir a un proceso judicial que no 
soluciona efectiva ni oportunamente la controversia, en la medida que su trámite llevaría a extender en el 
tiempo de manera injustificada la vulneración de derechos fundamentales que requieren de protección 
inmediata, lo cual hace que el medio ordinario resulte ineficaz, y permite la intervención del Juez 
Constitucional. 
 

SE VULNERA EL PRINCIPIO DEL MERITO, AL NO RESPETARSE LAS REGLAS DEL CONCURSO. 
 
Las pautas de la convocatoria son inmodificables tal como ha sido reiterado por la jurisprudencia de esta 
Corporación y se desarrolló en el punto 5 de los considerandos. Así mismo, dichas pautas obligan tanto a la 
entidad que convoca como a quienes participan sin que pueda ser modificado porque de lo contrario se estaría 
violando la confianza legítima y el principio de buena fe de quienes participaron. No puede ser atendible que 
tal como se pretende en el caso concreto, se modifiquen circunstancias que afectan el derecho de quienes 
participaron en la convocatoria aspirando a la posibilidad por una parte de ocupar la vacante para la cual 
concursaron o por otra de optar por un empleo equivalente. Cercenar una de las posibilidades que existía 
implica un cambio sustancial en las normas de la convocatoria que afectan indudablemente a quienes tenían 
la confianza legítima de hacer parte de la carrera administrativa a través del concurso de méritos. 
 
Que, en la respuesta la CNSC está desconociendo arbitraria e injustificadamente las condiciones establecidas 
para el desarrollo de la convocatoria, como lo establece en los acuerdos y leyes que rige el proceso a la no 
asignación de puntaje correspondiente, Al no valorar fehacientemente el resultado del examen clínico de 
mi segunda valoración médica, Contrario Celso, emite un concepto errado CON RESTRICCION. 
 
Las irregularidades denunciadas, ameritan el inicio de actuaciones administrativas, a fin de determinar que 
efectivamente la prueba ejecutada no cumple con los principios del mérito, calidades académicas y 
experiencia, además en cumplimiento del Artículo 9 del Decreto 760 de 2005, es necesario y obligatorio 
suspender preventivamente, el proceso de selección hasta que se profiera decisión que ponga fin a la 
actuación administrativa. 
 

PETICIONES 
 
Con fundamento en los hechos y pruebas relacionadas anteriormente, con el debido respeto, solicito al Señor 
Juez disponer y ordenar a las partes accionadas y a favor mío, lo siguiente:  
 

1. Ordenar a la UNIVERSIDAD LIBRE COLOMBIA y a la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, 
que realicen nuevamente el estudio, valoración, corrección y publicación del verdadero puntaje que 
me corresponde dentro del concurso abierto de méritos en EXAMENES MEDICOS para proveer el 
cargo denominado DRAGONEANTE, Grado: 11, Código: 4114, correspondiente a la OPEC 131244, 
Vacantes 1000, a cuyo cargo me inscribí, teniendo en cuenta para ello el respectivo 
PROFESIOGRAMA DRAGONEANTE VERSIÓN 3, MANUAL DE FUNCIONES DEL 
DRAGONEANTE DEL INPEC, como requisito mínimo exigido (con fundamento en el EXAMEN 
REALIZADO EN LA SEGUNDA VALORACION MEDICA ordenado por la Universidad Libre, la 
IPS Sensalud Integral S.A.S. y el laboratorio Imágenes Diagnósticas del Llano). 
 

2. Ordenar a la UNIVERSIDAD LIBRE COLOMBIA y a la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, 
LA SUSPENSIÓN DE LA PUBLICACION DE LA LISTA DE ELEGIBLES y su FIRMEZA para la OPEC 
131244 dentro de la convocatoria de la Convocatoria “Proceso de Selección No. 1356 de 2019 - 



 

 

 

INPEC Cuerpo de Custodia y Vigilancia, establecida mediante el ACUERDO No. CNSC - 
20191000009546 del 20-12-2019.  

 
3. Se ordene a la Comisión Nacional del Servicio Civil y a la Universidad Libre o a quien corresponda, 

que como consecuencia de la corrección se pondere la sumatoria de todos los resultados obtenidos 
hasta la fecha en la convocatoria que me encuentro inscrito, y se me regrese a la condición de 
admitido e incluya en la lista de elegibles. 

 
PRUEBAS 

 
Solicito al señor juez se sirva tener como tales y darles pleno valor probatorio a los siguientes soportes 
documentales:  
 

1. El ACUERDO No. CNSC - 20191000009546 DEL 20-12-2019 Convocó el proceso de selección para 
proveer de manera definitiva de dos mil (2000) vacantes definitivas y las que resulten del proceso de 
ampliación de la planta de personal del Cuerpo de Custodia y Vigilancia del Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario -INPEC; que se identificara como “Proceso de Selección No. 1356 de 2019 
- INPEC Cuerpo de Custodia y Vigilancia;  

2. Constancia de Inscripción. 
3. Conclusión de los examen y valoraciones. 
4. Contestación de la Universidad Libre a reclamación. 
5. Anexo modificatorio del anexo No. 1 Dragoneantes. 
6. PROFESIOGRAMAS Y PERFILES PROFESIOGRÁFICOS PARA: IDRAGONEANTE (Versión 

3). ACTUALIZACIÓN DOCUMENTO INHABILIDADES MÉDICAS (Versión 3) 
7. Primer Valoración médica. 
8. Examen de rx de columna dorsolumbar del 13/11/2021, del laboratorio DIAXME 
9. Examen de rx de columna dorsolumbar del 16/11/2021, del laboratorio SANTA FE 
10. Examen de Segunda valoración médica, del laboratorio IMÁGENES DIAGNOSTICAS DEL 

LLANO. (PRUEBA REINA) 
 

NOTIFICACIONES 
 
En la Calle 39 A No. 20 – 18, Barrio Jordán Paraíso en Villavicencio - Meta, Correo electrónico: 
yamile_2302@hotmail.com celular: 315 5734245 – 310 2219621 
 
El demandado COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL en: Carrera 16 Nº 96-64 piso 7º Bogotá PBX 1 
3259700, Correo exclusivo para notificaciones judiciales: notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co  
 
El demandado UNIVERSIDAD LIBRE COLOMBIA en notificacionesjudiciales@unilibre.edu.co, 
juridicaconvocatorias@unilibre.edu.co, diego.fernandez@unilibre.edu.co,  
 
Sin otro particular;  
 
 
 
YOJAN ALBEIRO PERILLA REYES 
C.C. 1.006.771.908 
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